C-17.243/II

En la ciudad de La Plata, a los veintidós días del mes mayo de                      de dos mil siete, se reúnen en acuerdo ordinario los señores jueces de la Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, Jorge Hugo Celesia y Fernando Luis María Mancini, para resolver el recurso de casación interpuesto por el Sr. Fiscal del Departamento Judicial San Isidro, Dr. Duilio A. Cámpora, en la causa seguida a los imputados A. A. C. y M. D. L. A. M.. Practicado el sorteo de ley, resultó que, en la votación, los jueces deberán observar el orden siguiente: CELESIA – MANCINI (Arts. 47 y 48, Ley 5827). 

A N T E C E D E N T E S 

La Sala III de la Excma. Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial San Isidro resolvió en la I.P.P. n° 213.825, con fecha 4 de noviembre de 2003, sobreseer a A. A. C. y a M. d. l. A. M. en orden a los delitos de tenencia ilegal de arma de guerra y portación de armas de uso civil.

Contra dicha resolución, a fojas 19/21 del presente legajo, el Sr. Fiscal General, Dr. Duilio A. Cámpora, interpuso recurso de casación.

Efectuadas las vistas correspondientes, y hallándose la causa en estado de dictar sentencia, este Tribunal decidió plantear y votar las siguientes:

C U E S T I O N E S

Primera: ¿Es admisible el recurso de casación interpuesto?

Segunda: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A la primera cuestión planteada, el juez Celesia dijo:

Se encuentran reunidos los requisitos exigidos para la admisión del recurso deducido, tanto en los aspectos relativos al tiempo y la forma de su interposición, como al derecho a impugnar de quien recurre, fundado en el carácter definitivo de la resolución impugnada, siendo que por ella se resolvió poner fin a la acción penal mediante el dictado del sobreseimiento de los imputados.

Por lo tanto, el recurso de casación interpuesto resulta admisible, conforme a lo establecido en los artículos 450, 451, 452 inciso 3°, 456, 464 inciso 3° y 465 inciso 2º del Código de Procedimiento Penal.

Voto entonces por la afirmativa.

A la misma cuestión planteada, el juez Mancini dijo: 

Adhiero al voto del señor Juez doctor Celesia, en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Así lo voto.

A la segunda cuestión planteada, el juez Celesia dijo:

I. Interpone el Dr. Cámpora recurso de casación contra la resolución dictada por la Sala III de la  Cámara de Apelación y Garantías del Departamento judicial San Isidro mediante la cual se dispuso declarar la nulidad de una orden de allanamiento de fs. 9 del principal y todo lo obrado en consecuencia por considerar que no se observó la urgencia que habilitara al Fiscal a ordenar directamente el registro domiciliario, postergando la actividad judicial a la ulterior convalidación de dicha orden. Tal declaración conllevó en el mismo resolutorio al sobreseimiento de los imputados C. y M. en orden a los delitos de tenencia ilegítima de arma de guerra y portación de arma de uso civil.

Propicia, aunque implícitamente, el Sr. Fiscal que se declare erróneamente aplicado el art. 59 del C.P.P.

Sostiene la parte, contrariamente a lo dispuesto, que el acto nulificado cumplió todos los requisitos legales de validez. En efecto, el Agente Fiscal mantuvo comunicación telefónica con el Sr. Juez de Garantías informándolo respecto de las características de la situación, y el magistrado autorizó la intervención en el domicilio. Posteriormente, convalidó el allanamiento de urgencia practicado y dio fundamentos para ello. 

Manifiesta el recurrente que el juez de Garantías autorizó el acto en las condiciones reseñadas por advertir peligro en la demora en la ejecución del allanamiento. Por otro lado, la Cámara opinó lo contrario, motivo por el cual declaró nulo el acto. Y en ese sentido, sostiene el quejoso que el único facultado para realizar tal análisis es el Juez de Garantías, quien además era el único encargado de librar dicha orden pero, luego de evaluar la situación y los riesgos, decidió que se configuraban los presupuestos que llevaron a habilitar la intervención del Ministerio Público. 

Señala también las características particulares del hecho, y en esa inteligencia remarca que el lugar allanado se trató de una panadería, mientras que lo sustraído había sido harina, motivo por el que resultaba lógico que la mercadería desapareciera rápidamente, o se transformara en otra clase de productos elaborados.

En virtud de lo expuesto, solicita el recurrente que se case el resolutorio en crisis, ordenándose la prosecución de las actuaciones.

II. A su turno, toma intervención el Sr. Fiscal ante esta instancia, Dr. Carlos A. Altuve a fs. 39 y vta.

Manifiesta en dicho acto que acompaña la presentación efectuada por el Sr. Fiscal General del departamento Judicial San Isidro en todos sus términos, por lo que estima que debe declararse la procedencia del recurso interpuesto. 

III. Entiendo que el recurso no puede prosperar.

En efecto, por disposición del art. 219 del C.P.P., para proceder al registro de un lugar cuando existieren motivos para presumir que allí existen cosas relacionadas con un delito, es necesario una orden emanada del juez competente y dicha orden debe ser fundada.

Sin embargo, existe la posibilidad contemplada por el art. 59 del ritual, en aquellos casos en los que haya fundados motivos para creer que existe un peligro en la demora, para que el agente fiscal pueda, con aviso previo al juez de garantías, ordenar directamente el registro, lo que debe ser convalidado posteriormente por dicho magistrado.

En autos, y conforme lo alega la parte, se ha dado cumplimiento a los requisitos legales referidos al aviso previo al juez de garantías y a la convalidación por su parte de la orden emanada por el fiscal. Cabe, entonces, determinar ahora si el restante requisito referido al peligro en la demora se ha configurado en el sub lite.

En ese sentido, la Cámara de Apelación ha fundado correctamente los motivos por los que entendió que este último requisito del art. 59 C.P.P. no se dio en el caso bajo análisis.

Así, la presentación recursiva se funda en una distinta apreciación de los elementos de prueba incapaz de conmover el razonamiento seguido por la Cámara de Apelación, en tanto no evidencia que padezca ningún vicio de arbitrariedad o absurdidad, ni que se hayan violado las reglas de la lógica, y encontrándose respetadas las reglas de la sana crítica.

En efecto, la forma según la cual el a quo entendió que no se configuró la urgencia exigida por la  norma procesal no aparece infundada, sino todo lo contrario, en tanto se describen los motivos que llevaron a los magistrados a decidir.

En ese sentido, sostuvo la Cámara que más allá de que había motivos para presumir que en el domicilio allanado existían cosas relacionadas con un delito, no se observó la urgencia necesaria para que el Sr. Fiscal estuviera habilitado para ordenar directamente el registro domiciliario, sin que exista auto fundado del juez del garantías.

Fundó su parecer de la siguiente manera “...Las víctimas habían visto que la totalidad de lo sustraído (600 bolsas de harina de 50 kgs. cada una) fue descargado en un único lugar, y personal policial que se constituyó luego de la denuncia corroboró que la mercadería aún se encontraba allí. Es así que, teniendo en cuenta las características de las cosas que se intentaban recuperar, que por cantidad, peso y dimensión se tornan de imposible desaparición inmediata, no advierto peligro en la demora que justificara tal intromisión. Si lo que se buscaba en el caso era el control de lo sustraído, esta misma actividad podría haberse llevado a cabo con tan sólo la consigna de un policía en la puerta del domicilio allanado...”

Conforme el desarrollo reseñado, no resultan suficientes los argumentos utilizados por el impugnante para intentar desvirtuar el razonamiento del a quo, toda vez que como se sostuvo en la resolución cuestionada, vista la cantidad de harina presuntamente sustraída resultaba muy difícil que pudiera desaparecer o transformarse semejante volumen en lo inmediato, al menos en un término tan breve como demandaría la expedición de una orden de allanamiento.

En esa inteligencia, debe entenderse que la posibilidad que otorga al Agente fiscal el art. 59 del C.P.P. debe ser de interpretación restrictiva, más aún teniendo en cuenta que la misma limita las garantías reconocidas a los particulares frente al poder del Estado.

Por otra parte si bien es el juez de garantías el encargado de determinar la urgencia que autoriza el procedimiento del art. 59 del C.P.P., su errónea apreciación puede provocar la nulidad del acto que, siendo absoluta, justifica la intervención de la alzada aún cuando no fuere motivo de agravio.

Por ello, y no habiéndose logrado evidenciar arbitrariedad o absurdidad en el resolutorio  en crisis, corresponde el rechazo sin costas del recurso impetrado.

A la misma cuestión planteada, el juez Mancini dijo: 

Adhiero al voto del señor Juez doctor Celesia, en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Así lo voto.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, la Sala II del Tribunal, 

R E S U E L V E:


I- DECLARAR FORMALMENTE ADMISIBLE el recurso de casación interpuesto por el Fiscal General del Departamento Judicial San Isidro  contra la resolución dictada por la Sala III de la Excma. Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del mismo Departamento Judicial, mediante la cual se sobreseyó a A. A. C. y M. D. L. A. M. (arts. 450, 451, 452 inciso 3°, 456, 464 inciso 3° y 465 inciso 2° del Código de Procedimiento Penal).


II- RECHAZAR el recurso deducido por los motivos expuestos en la cuestión segunda, sin costas. (Arts. 59, 201, 530 y cdtes. del C.P.P.). 

III- Regístrese, notifíquese y devuélvase a la instancia de origen.

JORGE HUGO CELESIA - FERNANDO LUIS MARIA MANCINI

